
JUNTA GENERAL EJECUTIVA
 EXP. JGE/PE/APM/CG/021/2006

JGE168/2006

DICTAMEN RESPECTO DEL PROCEDIMIENTO ESPECIALIZADO INCOADO POR
LA COALICIÓN “ALIANZA POR MÉXICO”, EN CONTRA DE LA COALICIÓN “POR
EL  BIEN  DE  TODOS”,  POR  HECHOS  QUE  CONSIDERA  CONSTITUYEN
VIOLACIONES AL CÓDIGO FEDERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS
ELECTORALES.

Distrito Federal, a 25 de octubre de dos mil seis.

V I S T O para resolver el expediente número JGE/PE/APM/CG/021/2006, integrado
con  motivo  de  la  denuncia  y  solicitud  presentada  por  la  Coalición  “Alianza  por
México” en contra de la Coalición “Por el Bien de Todos”, por probables infracciones
al Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, y 

R E S U L T A N D O

I. Mediante escrito de fecha veintiocho de junio de dos mil seis, el Lic. Felipe Solís
Acero, representante propietario de la Coalición “Alianza por México” ante el Consejo
General  del  Instituto  Federal  Electoral,  solicitó  al  Secretario  de  la  Junta  General
Ejecutiva de este Instituto,  la  sustanciación de un procedimiento especializado en
contra de  la Coalición “Por el  Bien de Todos”, por las razones que se exponen a
continuación:

“H E C H O S

1.- En el 05 Distrito Electoral Federal Uninominal del estado de Sinaloa,
con cabecera en Culiacán, la Coalición que represento postuló como
su candidata a Diputada Federal Propietaria, por el Sistema de Mayoría
Relativa a la C. MARTHA SOFÍA TAMAYO MORALES.

2.- Es el caso, que a partir del día 22 de junio de 2006, empezaron a
difundirse en diversas estaciones de radio a nivel local, establecidas en
la Ciudad de Culiacán,  Sinaloa,  un  SPOT  que contiene propaganda
denostativa para la candidata MARTHA SOFÍA TAMAYO MORALES,
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nuestro  candidato  a  la  Presidencia  de  la  República  ROBERTO
MADRAZO PINTADO y para el Partido Revolucionario Institucional,
integrante de la Coalición ‘Alianza por México’.
3.- Del  referido  SPOT,  no  se  hace  responsable  ninguna  persona
determinada,  o  algún  miembro,  dirigente  o  representante  de  algún
Partido  Político  o  Coalición,  prima  facie,  puede  considerarse  un
mensaje anónimo, el contenido de dicho  SPOT es el siguiente: ‘Fue
Diputada y actualmente es Senadora pero en todo este tiempo no
ha hecho nada por los Sinaloenses, que no te engañen con falsas
promesas, un voto por MARTHA TAMAYO, es un voto por el PRI de
la mentira, el PRI de ROBERTO MADRAZO.’

DERECHO

1.-  Establece  el  Código  Federal  de  Instituciones  y  Procedimientos
Electorales  en  su  artículo  38,  párrafo  1,  inciso  ‘a’,  que:  ‘Son
obligaciones de los partidos políticos nacionales:

‘Conducir sus actividades dentro de los cauces legales y ajustar su
conducta y la de sus militantes a los principios del estado democrático,
respetando la  libre  participación  política  de  los  demás  partidos
políticos y los derechos de los ciudadanos;’.

A su vez, en el inciso ‘p’ del mismo precepto, se impone la obligación a
los referidos Partidos Políticos Nacionales de:

‘Abstenerse  de  cualquier  expresión  que  implique  diatriba,  calumnia,
infamia,  injuria,  difamación  o  que  denigre  a  los  ciudadanos,  a  las
instituciones  públicas  o  a  otros  partidos  políticos  y  sus  candidatos,
particularmente durante las campañas electorales y en la propaganda
política que se utilice durante las mismas.’

Debe destacarse que la disposición transcrita formó parte de la reforma
de mil novecientos noventa y seis al Código Federal de Instituciones y
Procedimientos  Electorales,  aprobada  por  el  Congreso  de  la  Unión,
cuyo respectivo decreto se publicó en el Diario Oficial de la Federación
de veintisiete de noviembre de mil novecientos noventa y seis, como
consecuencia, a su vez, de la trascendente reforma de mil novecientos
noventa y seis a la Constitución Federal aprobada por el órgano revisor
de la Constitución.
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Dicha  reforma  constitucional  tuvo  entre  sus  propósitos  centrales
fortalecer  y  consolidar  un  sistema  plural  y  competitivo  de  partidos
políticos y la equidad en las condiciones de la contienda electoral.

Para  ello  se  estableció  expresamente  en  el  artículo  41,  párrafo
segundo, de la Constitución Federal el principio fundamental del orden
jurídico  electoral,  según  el  cual  la  renovación  de  los  poderes
legislativo  y  ejecutivo  se  realizará  mediante  elecciones  libres,
auténticas y periódicas,  en conformidad con las bases establecidas
en el propio precepto constitucional.

La  Sala  Superior  del  Tribunal  Electoral  del  Poder  Judicial  de  la
Federación,  ha  establecido  reiteradamente  el  criterio  de  que  dicho
principio es uno de los que deben cumplirse para que una elección sea
considerada válida.

Sirve  de  apoyo  a  lo  anterior  la  tesis  relevante  con  el  rubro:
ELECCIONES. PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES Y LEGALES QUE
SE  DEBEN  OBSERVAR  PARA  QUE  CUALQUIER  TIPO  DE
ELECCIÓN SEA CONSIDERADA VÁLIDA,  publicada en las páginas
200 y 201 de la compilación oficial Jurisprudencia y Tesis Relevantes
1997-2005, tomo Tesis Relevantes, páginas 525-527.

La  consecuente  reforma  al  Código  Federal  de  Instituciones  y
Procedimientos  Electorales  tuvo  entre  sus  propósitos  expresos
establecer un conjunto de normas que propicien el fortalecimiento del
sistema de partidos en México, según se advierte de la lectura de la
respectiva exposición de motivos de la iniciativa correspondiente.

Acorde con lo anterior, es razonable estimar que el legislador ordinario
federal, al establecer la prohibición legal bajo análisis, consideró que
no era posible avanzar en la consolidación de un sistema de partidos
plural  y  competitivo  y,  como  se  verá,  con  apego  a  los  principios
constitucionales que debe cumplir toda elección democrática para ser
considerada válida,  si  no se garantizaba,  entre otras condiciones,  el
deber  de  los  partidos  políticos  o  las  coaliciones  de  abstenerse  de
proferir expresiones que impliquen diatriba, calumnia, infamia, injuria,
difamación  o  que  denigren  a  los  ciudadanos,  a  las  instituciones
públicas  o  a los  partidos  políticos  y  a  sus  candidatos,  en particular
durante las  campañas electorales y  en la  propaganda política  que
utilicen.
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Cabe señalar que no es gratuita la utilización por el legislador ordinario
federal  del  adjetivo  ‘política’  en  la  expresión  ‘propaganda  política’
empleada en la disposición legal bajo análisis, pues revela el énfasis
que quiso darse en el hecho nada trivial de que la propaganda electoral
tiene un fin político y que,  no obstante que se trata de propaganda
política,  está  sujeta  de  todos  modos  a  restricciones  legales  y
constitucionales. 

Lo anterior implica, según lo ha expresado la Sala Superior del Tribunal
Electoral del Poder Judicial de la Federación, al resolver el expediente
SUP-RAP-49/2006,  que a los partidos políticos o a las coaliciones no
les  está  permitido  formular  las  expresiones  no  protegidas
normativamente  contra  los  sujetos  protegidos  (ciudadanos,
instituciones  públicas,  partidos  políticos  y,  por  extensión,  las
coaliciones,  así  como  sus  candidatos),  incluso  pretexto  de  la
realización de campañas electorales, mediante la propaganda política,
en las que, por la propia naturaleza de las campañas, la participación
de los diversos actores políticos y el debate público son mucho más
intensos.

En efecto, es razonable estimar, desde una perspectiva funcional (de
acuerdo con lo establecido en los artículos 3º, párrafo 2, del Código
Federal  de Instituciones  y  Procedimientos  Electorales,  así  como 2º,
párrafo 1, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en
Materia Electoral) que el propósito de la disposición bajo análisis es,
por  un  lado,  incentivar  debates  públicos  sobre  asuntos  de  interés
general  o  interés  público,  enfocados  no  solo  en  presentar  ante  la
ciudadanía  las  candidaturas  registradas  (en  los  términos  de  lo
dispuesto en el artículo 182, párrafo 3, del Código Electoral Federal)
sino  también  propiciar  la  exposición,  desarrollo  y  discusión  ante  el
electorado  de  los  programas  y  acciones  fijados  por  los  partidos
políticos  en  sus  documentos  básicos  y,  particularmente,  en  la
plataforma  electoral  que  para  la  elección  en  cuestión  hubieren
registrado (en conformidad  con lo  dispuesto  en el  invocado artículo
182, párrafo 4) y, por otro, para inhibir  que la política se degrade en
una escalada de expresiones no protegidas en la ley, esto es, cualquier
expresión  que  implique  ‘diatriba’ calumnia,  injuria,  difamación  o  que
denigre’ a los sujetos protegidos.
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Esto constituye un imperativo del sistema de la democracia mexicana,
si se tiene presente que es derecho fundamental de toda persona el
respeto y la garantía del derecho a su dignidad, para no ser sujeto de
ataques indebidos en su honra y reputación, así como de conductas
que tengan por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades
de las personas, según se dispone en los artículos 1º párrafo tercero,
de la  Constitución  Federal;  17  del  Pacto  Internacional  de  Derechos
Civiles  y  Políticos,  así  como 11 de la  Convención Americana sobre
Derechos Humanos.  Desde luego,  los candidatos,  los militantes,  los
simpatizantes y los propios partidos políticos y las coaliciones, por una
parte, no dejan de ser beneficiarios de esa obligación de respeto al
honor  o  dignidad,  a  pesar  de  que  sean  sujetos  de  una  crítica
desinhibida,  vigorosa  y  abierta,  a  través  de  eventuales
cuestionamientos vehementes, sarcásticos y de contenido negativo y,
por la otra, esos mismos sujetos están obligados a respetar el derecho
al honor y la dignidad de los demás. Lo anterior, como se anticipó, es
relevante, porque en materia de libertad de expresión está como límite,
entre otros, el derecho de los demás o de terceros; es decir, el respeto
a la dignidad, honra o reputación de las personas, por cuanto a que el
ejercicio de dicho derecho, si bien es cierto que no puede estar sujeto a
censura previa, también lo es que no puede ejercerse de una manera
irresponsable, ya que da lugar a responsabilidades ulteriores (artículos
6º y 7º de la Constitución Federal; 19, párrafo 3, inciso a), del Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, así como 13, párrafo 2,
inciso a), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos).

Ahora bien, tal como se estableció por la Sala Superior del Tribunal
Electoral del Poder Judicial de la Federación, en la ejecutoria recaída
en el expediente SUP-RAP-009/2004, no toda expresión proferida por
un partido político, por conducto de sus órganos decisorios, dirigentes,
militantes  o  simpatizantes,  o  a  través  de  los  medios  masivos  de
comunicación social, en la que se emita una opinión, juicio de valor o
crítica  especialmente  negativos  respecto  de  los  ciudadanos,  las
instituciones públicas, otro partido político o coalición y sus candidatos,
implica una violación de lo dispuesto en el artículo 38, párrafo 1, inciso
p), del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales,
por  considerar,  el  partido  o  coalición  hacia  quien  se  dirige  el
comentario, que dicha expresión, por ejemplo, se encuentra apartada
de la realidad y, por tanto, su contenido es falso y perjudicial para su
propia  imagen.  En  particular,  como  se  estableció  en  la  misma
ejecutoria, en lo tocante a los juicios valorativos o apreciaciones no es
exigible un canon de veracidad.
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Del status constitucional de entidades de interés público de los partidos
políticos, los fines que tienen encomendados, las funciones que tienen
asignadas,  así  como  por  las  garantías  constitucional  y  legalmente
establecidas en su favor, no se deriva la reducción de este ámbito de
libertad  a  extremos  que  podrían  considerarse  incompatibles  con  el
papel  que  están  llamados  a  desempeñar  en  la  reproducción  del
sistema democrático, pues con ello no sólo se inhibiría la posibilidad de
formar una opinión pública libre, plural y tolerante, sino que, incluso, se
impediría  que los  propios  partidos  estuvieren siquiera  en aptitud  de
afrontar la consecución de sus fines constitucionales.
La  realización  de  críticas  intensas  y  acres  a  las  instituciones  y
servidores públicos está reconocida a los partidos políticos nacionales,
sus candidatos, sus militantes y sus simpatizantes, en términos de la
libertad fundamental  de expresión y atendiendo a lo  previsto en los
artículos  36,  párrafo  1,  incisos  a)  y  b);  182,  párrafos  1 y  3;  182-A,
párrafo 5; 185, párrafo 2; 186, párrafos 1 y 2, y 187, del Código Federal
de Instituciones y Procedimientos Electorales. Lo previsto en el artículo
182-A, párrafo 5, es relevante, ya que establece un mínimo del 50% de
las erogaciones para propaganda en radio y televisión que los partidos
políticos deben destinar para la difusión de su plataforma electoral, la
promoción de sus candidatos, así como para el análisis de los temas
de  interés  nacional  y  su  posición  ante  ellos,  lo  cual  implica  la
posibilidad de que en un máximo del 50% de dichas erogaciones (esto
es, la diferencia resultante en relación con el total de las erogaciones
por ese concepto) puede realizarse para la exposición de ideas que
puedan acarrear la adhesión del electorado hacia los candidatos, cierto
partido político nacional o coalición, aunque sea a través del rechazo
de  otros  candidatos,  partidos  políticos  o  coaliciones  que  sean
contrarios a quien las formula.
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Lo dispuesto en el invocado artículo 38, párrafo 1, inciso p), del Código
Electoral  Federal  tiene  por  objeto  excluir  del  ámbito  de  protección
normativa aquellas críticas, expresiones, frases o juicios de valor que
sólo tienen por objeto o como resultado la denostación, la ofensa o la
denigración  de  otro  partido,  de  sus  candidatos,  de  las  instituciones
públicas o de los ciudadanos, ya sea que ello sea consecuencia de una
intención deliberada (elemento subjetivo) o como mero resultado de las
expresiones lingüísticas  y  no verbales  utilizadas (elemento  objetivo),
sin que para ello sea requisito ineludible el empleo de términos que, en
sí mismos,  constituyan una diatriba, una calumnia, una injuria o una
difamación, ya que la lectura del dispositivo en análisis permite advertir
que esa enunciación tiene un mero carácter instrumental, en tanto que
el  hecho  operativo  de  la  hipótesis  normativa  es  que  el  mensaje
produzca el demérito, la denostación o, en palabras del legislador, la
denigración del ofendido.

Consecuentemente, habrá transgresión a la obligación contenida en el
artículo 38, párrafo 1, inciso p), del Código Electoral Federal, cuando el
contenido  del  mensaje  implique  la  disminución  o  el  demérito  de  la
estima o imagen de algún otro partido o coalición, de sus candidatos,
de las  instituciones públicas  o de los  ciudadanos  en general,  como
consecuencia de la utilización de diatribas, calumnias, infamias, injurias
o  difamaciones,  esto  es,  por  la  utilización  de  calificativos  o  de
expresiones  intrínsecamente  vejatorias,  deshonrosas  u  oprobiosas,
que, apreciados en su significado usual y en su contexto, nada aportan
a  la  formación  de  una  opinión  pública  libre,  a  la  consolidación  del
sistema de partidos y al fomento de una auténtica cultura democrática
entre los afiliados o militantes partidarios y la ciudadanía en general,
siendo, por tanto, la simple exteriorización de sentimientos o posturas
personales  y  subjetivas  de  menosprecio  y  animosidad  que  no  se
encuentran al amparo ni de la libertad de expresión ni contribuyen al
correcto funcionamiento armónico de la vida democrática. 

Con lo anterior, queda acreditado a plenitud, que el SPOT que venimos
denunciando a través de este escrito, viola flagrantemente el artículo
38,  párrafo  1  inciso  ‘p’  del  Código  Federal  de  Instituciones  y
Procedimientos Electorales.

Cabe  precisar  que  para  tener  por  actualizada  una  violación  de  la
normativa  electoral  aplicable  no  es  menester  que  la  conducta
desplegada  por  los  sujetos  normativos  deba analizarse  a  la  luz del
derecho penal.
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Lo anterior implica, como lo estableció la Sala Superior en la ejecutoria
recaída en el  expediente  SUP-RAP-087/2003,  que para estimar  que
una  conducta  desplegada  por  un  partido  político  es  contraria  a  la
obligación que le impone el invocado artículo 38, párrafo 1, inciso p),
del  Código  Federal  Electoral,  ha  de  estarse  a  la  noción  general  o
comprensión común que se tiene acerca de los conceptos o términos
‘diatriba’,  ‘calumnia’,  ‘injuria’  y  ‘difamación’  que  ocurren  en  tal
disposición,  máxime  que  la  misma  refiere,  en  forma  genérica,  a
cualquier expresión que denigre a los ciudadanos, a las instituciones
públicas  o  a  otros  partidos  políticos  y  sus candidatos,
particularmente durante las campañas electorales y en la propaganda
política  que  se  utilice  en  las  mismas,  sin  que  sea  menester,  en
principio, tener por acreditados los elementos del tipo penal que en el
caso pudiera ajustarse a tales conductas.

Sobre  el  particular,  cabe  destacar  que  existe  una  tendencia  a
despenalizar la protección a la reputación, ya que se trata de delitos
con un alto contenido ideológico y dicha orientación es conforme con el
principio de última ratio o de intervención mínima del derecho penal, en
virtud de lo cual se debe acudir a otros mecanismos o instrumentos
jurídicos  distintos  de  los  delitos  y  las  correspondientes  penas  para
proscribir o inhibir, así como prevenir o sancionar las conductas ilícitas,
cuando los comportamientos no lesionan valores o bienes jurídicos de
gran  relevancia  para  la  convivencia  humana.  En  esta  medida  se
inserta,  por  ejemplo,  el  derecho  de  aclaración  que  se  prevé  en  el
artículo 186, párrafo 3, del Código de la materia, cuando la información
que presenten los medios de comunicación ha deformado hechos o
situaciones referentes a sus actividades o atributos personales, o bien,
el  derecho  de  rectificación  o  de  respuesta  que  está  previsto  en  el
artículo 14,  párrafo 1,  de la  Convención Americana sobre Derechos
Humanos,  si  se  afecta  a  la  persona  por  informaciones  inexactas  o
agraviantes emitidas en su perjuicio,  a través de medios de difusión
legalmente reglamentados y que se dirijan al público en general.

Así, por ejemplo, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos,
en  su  Declaración  de  Principios  sobre  Libertad  de  Expresión,  ha
establecido, en el principio 10, que la protección a la reputación debe
estar garantizada sólo a través de sanciones civiles, en los casos en
que la persona ofendida sea un funcionario público o persona pública o
particular  que  se  haya  involucrado  voluntariamente  en  asuntos  de
interés público.
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Tal  violación  legal,  debe  hacerse  cesar,  y  para  restaurar  el  orden
jurídico  electoral  deberá  ordenarse  la  inmediata  suspensión  de  la
transmisión del SPOT que venimos denunciando en éste escrito.

La  denominada  ‘propaganda  negra’  tal  como  la  ha  reconocido  el
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en la sentencia
recaída  al  expediente  SUP-REC-009/2003  y  SUP-REC-010/2003,
violenta los principios democráticos que deben regir toda elección, toda
vez  que  el  proceso  electoral  también  se  ve  afectado  por  actos
propagandísticos contrarios a la ley, que son graves y conculcan los
principios rectores de la elección y del voto ciudadano. Constitucional y
legalmente se protegen los valores fundamentales de la convivencia
social,  entre  los  cuales  se encuentran  los  relativos  a  la  libertad  de
expresión, pero además se fijan los límites en que debe ejercerse, sin
que sea permisible la afectación a terceros en ninguna actividad que
realicen los ciudadanos. Por ese motivo, en los procesos electorales, la
propaganda injuriosa y difamatoria realizada por personas vinculadas a
partidos  políticos  o  a  gobiernos  atenta  contra  esos  principios
fundamentales de convivencia social, que en la materia se encuentran
previstos  en  los  artículos  7  y  41  de  la  Constitución  Política  de  los
Estados Unidos Mexicanos y 38, párrafo 1, inciso p) y 185, párrafo 2,
del  Código  Federal  de  Instituciones  y  Procedimientos  Electorales,
conforme a los cuales, la propaganda electoral que se lleva a cabo en
un procedimiento electoral no puede referirse de manera injuriosa a la
vida privada de las personas que participan en él, porque se rebasarían
los  límites  de  la  libertad  de  expresión  y  se  afectan  las  bases
fundamentales sobre las que se debe sustentar un proceso electoral
democrático, ya que en lugar de permitir que su desarrollo sea limpio,
en  cuanto  a  la  presentación  que  se  hace  al  electorado  de  los
programas,  acciones  y  propuestas  que  los  partidos  políticos  y
candidatos  ofrecen  a  la  ciudadanía,  se  daña  la  pulcritud  que  debe
caracterizarlos,  al  disminuir  la  imagen  de las  opciones políticas  que
tienen los ciudadanos, lo que a su vez atenta contra la libertad del voto,
la cual no debe estar afectada.

Cuando  un  proceso  electoral  no  se  desarrolla  sobre  esas  bases,
indudablemente  se  lesionan  las  cualidades  esenciales  de  toda
elección,  porque  no  puede  afirmarse  que  sea  libre,  auténtica  y
democrática, toda vez que ha sido afectado el sufragio al carecer de
los elementos que lo caracterizan…”

La quejosa acompañó como prueba para acreditar su dicho un disco compacto que
contiene el spot radiofónico denunciado. 
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II. Por acuerdo de fecha veintiocho de junio de dos mil seis, con fundamento en lo
dispuesto en los artículos 14, 16, 17, 39, 40 y 41 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 1, párrafo 1; 2, párrafo 1; 3, párrafos 1 y 2; 23, párrafos
1 y 2; 25, párrafo 1, inciso a); 36, párrafo 1, incisos a) y b); 38, párrafo 1, incisos a),
b) y p); 39, párrafos 1 y 2; 40, párrafo 1; 68, párrafo 1; 69, párrafos 1, incisos a), b),
c), d), e), f) y g) y 2; 70, párrafo 1; 72, párrafo 1, incisos a), b), c) y d); 73, párrafo 1;
82, párrafo 1, incisos h), t), w) y z); 264, 265, 266, 267, 268, 269 y 270 del Código
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, en relación con los numerales
2, párrafo 1; 10, párrafo 1, inciso b); 14, párrafos 1 y 6 de la Ley General del Sistema
de Medios de Impugnación en Materia Electoral, así como en el criterio sostenido por
la H. Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación dentro
de la resolución dictada en el recurso de apelación identificado con el número de
expediente SUP-RAP-17/2006, del día cinco de abril de dos mil seis y su aclaración
de fecha diez del mismo mes y año, se ordenó integrar el expediente respectivo, el
cual quedó registrado con el número JGE/PE/APM/CG/021/2006, y con fundamento
en lo dictado por el artículo 10, párrafo 1, inciso b), de la Ley General del Sistema de
Medios de Impugnación en Materia  Electoral,  se procede a elaborar  proyecto de
dictamen proponiendo el desechamiento del escrito de queja por ser notoriamente
improcedente,  toda  vez  que  el  acto  materia  de  juicio  no  es  susceptible  de  ser
inhibido o corregido al haberse consumado de un modo irreparable, lo que deriva en
la improcedencia de acción del procedimiento especializado análogo al previsto en el
artículo 270 del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.

III. En virtud de lo anterior, con fundamento en los artículos 73, párrafo 1; 82, párrafo
1,  incisos  h),  t)  y  z),  264,  265,  266,  267,  268  y  270  del  Código  Federal  de
Instituciones y Procedimiento Electorales, en relación con los numerales 2, párrafo 1
y 10, párrafo 1, inciso b), de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación
en Materia Electoral,  de aplicación supletoria en el  presente procedimiento,  y los
lineamientos dictados en la sentencia correspondiente al expediente identificado con
el número SUP-RAP-17/2006 de fecha cinco de abril  de dos mil seis por la Sala
Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, que se relaciona
con la aclaración de sentencia de fecha diez del mismo mes y año, se procede a
formular el dictamen correspondiente al tenor de lo siguientes:

C O N S I D E R A N D O S
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1.- Que en términos de los artículos 41, base III de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y 69, párrafo 1, del Código Federal de Instituciones y
Procedimientos Electorales, el  Instituto Federal Electoral  es un organismo público
autónomo, depositario de la función estatal de organizar elecciones, independiente
en sus decisiones y funcionamiento y profesional  en su desempeño,  cuyos  fines
fundamentales  son:  contribuir  al  desarrollo  de  la  vida  democrática,  preservar  el
fortalecimiento del régimen de partidos políticos, garantizar la celebración periódica y
pacífica de las elecciones, y velar por la autenticidad y efectividad del sufragio.

2.-  Que  el  artículo  85,  párrafo  1,  del  Código  Federal  de  Instituciones  y
Procedimientos Electorales establece la integración de la Junta General Ejecutiva; y
que el 86, párrafo 1, incisos d) y l), de dicho código, consigna como facultad de ese
órgano colegiado, supervisar el cumplimiento de las normas aplicables a los partidos
políticos y sus prerrogativas, así como integrar los expedientes relativos a las faltas
administrativas, y en su caso, los de imposición de sanciones en los términos que
establezca el citado ordenamiento legal.

3.- Que en virtud de lo dispuesto por el artículo 38, párrafo 1, inciso a), del Código
Electoral Federal, es obligación de los partidos y agrupaciones políticas nacionales
conducir sus actividades dentro de los cauces legales y ajustar su conducta y la de
sus  militantes  a  los  principios  del  Estado  democrático,  respetando  la  libre
participación  política  de  los  demás  partidos  políticos  y  los  derechos  de  los
ciudadanos,  lo  cual,  en opinión de la H.  Sala Superior  del  Tribunal  Electoral  del
Poder Judicial  de la Federación en la sentencia recaída al expediente SUP-RAP-
17/2006, es una exigencia que les es impuesta “…no sólo por mandato legal, sino
también por razones de congruencia con el régimen político en el que son actores
fundamentales de conformidad con su encuadre constitucional.”

4.- Que  el  dispositivo  39,  párrafos  1  y  2,  del  Código  Federal  de  Instituciones  y
Procedimientos Electorales establece que el incumplimiento de las obligaciones de
los partidos y agrupaciones políticas se sancionará en los términos de lo dispuesto
en  el  Título  Quinto  del  Libro  Quinto  del  ordenamiento  legal  invocado  y  que  la
aplicación  de  las  sanciones  administrativas  es  facultad  del  Consejo  General  del
Instituto Federal Electoral.

5.- Que el diverso 82, párrafo 1, incisos h) y w), del Código de la materia consigna
como atribución  del  Consejo  General,  vigilar  que  las  actividades de  los  partidos
políticos  nacionales  y  de  las  agrupaciones  políticas  se  desarrollen  con apego al
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Código Electoral  y  cumplan con las  obligaciones a que están sujetos,  así  como
conocer de las infracciones y, en su caso, imponer las sanciones que correspondan.

6.- Que  en  concordancia  con  lo  dispuesto  en  los  preceptos  Constitucionales  y
legales anteriormente señalados, la H. Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder
Judicial de la Federación consideró en la sentencia recaída al expediente SUP-RAP-
17/2006,  que  ante  una  conducta  conculcatoria  del  marco  normativo  comicial,  el
Instituto  Federal  Electoral  cuenta  con  atribuciones  para  tomar  las  medidas  que
estime necesarias para restaurar el orden jurídico quebrantado, con independencia
de las sanciones que, por la comisión de una falta administrativa, pudieran derivarse.

7.- Que en la misma sentencia, la H. Sala Superior afirmó que para mantener el orden
jurídico comicial,  el Instituto Federal Electoral deberá hacer prevalecer no sólo los
principios constitucionales rectores de la función estatal electoral,  sino también los
postulados  que  debe  cumplir  toda  elección  para  ser  considerada  válida,
particularmente durante un proceso electoral.

8.- Que dicho fallo jurisdiccional también señala que cuando un partido o agrupación
política  nacional  incumpla  sus  obligaciones  de  manera  grave  o  sistemática,  el
Consejo General del Instituto Federal Electoral puede sustanciar un procedimiento
análogo al administrativo sancionador, pero de carácter especializado, revestido de
las  formalidades  esenciales  previstas  en  la  constitución  federal,  que  permita
reorientar, reencauzar o depurar las actividades de los actores políticos durante el
proceso electoral federal con una finalidad preponderantemente correctiva y,  en su
caso, restauradora del orden jurídico federal.

9.- Que por tratarse de una cuestión de orden público, y toda vez que las causales de
improcedencia  deben  de  estudiarse  de  oficio,  es  necesario  determinar  si  en  el
presente asunto se actualiza alguna de ellas, pues de ser así deberá decretarse el
desechamiento de la queja al existir un obstáculo que impediría la válida constitución
del procedimiento e imposibilitaría un análisis de fondo.  En ese tenor, esta autoridad
electoral  administrativa  considera  que  la  presente  denuncia  debe  desecharse  por
improcedente el  virtud  de los motivos  y fundamentos jurídicos que se exponen a
continuación:

En el  escrito  materia de análisis,  presentado ante la  Secretaría  Ejecutiva de este
Instituto el día veintiocho de junio del año en curso, el representante propietario de la
Coalición “Alianza por México” ante el Consejo General de este organismo público
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autónomo,  denuncia  la  transmisión  de  un  promocional  por  diversos  medios
radiofónicos en la ciudad de Culiacán, Sinaloa, cuyo contenido es el siguiente: 

“…Fue Diputada y actualmente Senadora pero en todo este tiempo no ha
hecho nada por los Sinaloenses, que no te engañen con falsas promesas,
un voto por MARTHA TAMAYO, es un voto por el PRI de la mentira, el PRI
de ROBERTO MADRAZO…”

De los hechos narrados por la promovente, esta autoridad electoral advierte que la
presente  denuncia  ha  quedado  sin  materia,  toda  vez  que  en  acatamiento  a  lo
dispuesto  por  el  artículo  190,  párrafo  2,  del  Código  Federal  de  Instituciones  y
Procedimientos  Electorales,  a  partir  del  día  veintinueve de junio  de  dos mil  seis,
feneció  el  término  para  que  los  partidos  políticos  y  coaliciones  lleven  a  cabo  su
propaganda  para  promover  el  voto  a  favor  de  sus  candidatos,  y  por  tanto  el
promocional de que se duele la Coalición denunciante ya no está siendo transmitido
en los medios de comunicación radiofónicos señalados por la impetrante.

Al  respecto,  es  pertinente  recordar  que  las  campañas  electorales  constituyen  el
conjunto de actividades llevadas a cabo por los partidos políticos, las coaliciones y los
candidatos registrados, para la obtención del voto, así como para la presentación de
sus candidaturas y de su plataforma de gobierno, iniciándose a partir del día siguiente
al  de la  sesión de registro  de candidaturas,  debiendo concluir  tres días antes de
celebrarse la jornada electoral.

En este sentido, conviene tener presente lo establecido en el artículo 190 del código
federal electoral, mismo que en la parte que interesa establece:

“Artículo 190

1. Las campañas electorales de los partidos políticos se iniciarán a partir
del  día  siguiente  al  de  la  sesión  de  registro  de candidaturas  para  la
elección respectiva, debiendo concluir  tres días antes de celebrarse la
jornada electoral.

2. El día de la jornada electoral y durante los tres días anteriores no se
permitirá la celebración ni la difusión de reuniones o actos públicos de
campaña, de propaganda o de proselitismo electorales...”
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Como se puede apreciar, los partidos políticos y coaliciones se encuentran sujetos al
desarrollo de sus campañas electorales dentro un determinado período, existiendo
una prohibición expresa para que a partir del día veintinueve de junio del presente
año,  pudiera  llevarse  a  cabo  la  difusión  de  propaganda  y,  en  consecuencia,  se
encuentra proscrita la transmisión en los medios de comunicación de promocionales
como el que en la especie es materia del presente procedimiento.

En tales circunstancias, si la denuncia que nos ocupa se presentó ante la Secretaría
Ejecutiva  de este Instituto  el  día  veintiocho de junio del  año en curso,  existió  un
impedimento legal para la transmisión del promocional del que se duele la impetrante
por haber concluido la etapa de campaña electoral,  toda vez que a partir  del  día
veintinueve del año que transcurre, la difusión del promocional de mérito cesó con la
conclusión del período proselitista, razón por la cual  resulta fáctica y materialmente
imposible para esta autoridad pronunciarse sobre un acto que se ha consumado de
manera irreparable.

Sobre este particular, conviene tener presente lo dispuesto por el artículo 10, párrafo
1, inciso b), de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia
Electoral, mismo que a la literalidad establece:

“Artículo 10

1.  Los  medios  de  impugnación  previstos  en  la  ley  serán
improcedentes en los siguientes casos:

(...)

b)  Cuando  se  pretenda  impugnar  actos  o  resoluciones:  que  no
afecten el interés jurídico del actor; que se hayan consumado de un
modo  irreparable;  que  se  hubiese  consentido  expresamente,
entendiéndose  por  estos,  las  manifestaciones  de  voluntad  que
entrañen ese consentimiento;  o aquellos contra los cuales no se
hubiese interpuesto el medio de impugnación respectivo, dentro de
los plazos señalados en esta ley.

(...)”
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De acuerdo con el  dispositivo legal  antes transcrito,  los actos reclamados que se
hayan consumado de modo irreparable, devienen en una causal de improcedencia
que da lugar al desechamiento en cuestión.

Lo anterior  guarda consistencia con el  criterio  sostenido  por  la  Sala Superior  del
Tribunal  Federal  Electoral  dentro  de  la  sentencia recaída al  recurso de apelación
identificado con el número de expediente SUP-RAP-48/2006, mismo que a la letra
establece:

“El artículo 10, apartado 1, inciso b, de la Ley General del Sistema de
Medios de Impugnación en Materia Electoral establece como causa de
improcedencia  que  los  actos  reclamados  se  hayan  consumado  de
manera irreparable, teniéndose como tales a aquellos que al realizarse,
ya no pueden ser restituidos al estado en el cual se encontraban antes
de las violaciones reclamadas y, por tanto, provocan la imposibilidad de
resarcir al inconforme en el goce del derecho violado.”

Como  se  puede  apreciar,  conforme  al  criterio  antes  transcrito,  los  actos
consumados de manera irreparable son aquellos que al ejecutarse ya no pueden
ser  restablecidos al  estado en  el  cual  se  encontraban  antes  de  las  violaciones
denunciadas, en consecuencia, provocan la imposibilidad de resarcir al impetrante
en el goce del derecho vulnerado.

En el presente caso, los hechos denunciados deben estimarse consumados en razón
de que el periodo para la generación de actos proselitistas ha concluido, y tomando
en consideración que la finalidad de la interposición del presente procedimiento era el
cese o suspensión del promocional de referencia, es inconcuso que al no existir la
difusión de dicho promocional, esta autoridad se encuentra impedida para ordenar el
retiro del mismo.

En este orden de ideas, se debe tener presente que aun cuando la finalidad de los
procedimientos  especializados  es  corregir  o  prevenir  conductas  que  afecten  de
manera relevante los derechos de los partidos políticos, o bien, el normal desarrollo
del  proceso electoral,  lo  cierto  es que en el  caso que nos ocupa,  la  difusión del
promocional denunciado se consumó de manera irreparable, por tanto, no existe la
posibilidad fáctica de corregir un hecho que ha dejado de subsistir.
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Consecuentemente,  toda vez que los hechos denunciados se han consumado de
manera irreparable, se actualiza la causal de improcedencia planteada en esta parte
considerativa, por lo que resulta procedente sobreseer el presente asunto, con base
en el artículo 11, párrafo 1, inciso c) de la Ley General del Sistema de Medios de
Impugnación en Materia Electoral.

10.-  Que en virtud de que los hechos denunciados por la Coalición “Por el Bien de
Todos”  podrían  constituir  una  violación  a  la  normatividad  electoral  vigente, se
instruye al Secretario de la Junta General Ejecutiva de este instituto, a efecto
de que inicie el procedimiento administrativo sancionador correspondiente en
contra de los partidos políticos nacionales que integraron la Coalición “Por el
Bien de Todos”.

11.- Que en atención a los antecedentes y consideraciones vertidos, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 270 y 271 del  Código Federal  de Instituciones y
Procedimientos  Electorales,  y  en  ejercicio  de  la  atribución  conferida  por  los
numerales 85, párrafo 1 y 86, párrafo 1, incisos d) y l), del Código invocado, la Junta
General Ejecutiva emite el siguiente:

D I C T A M E N

PRIMERO.-  Se propone  desechar  el  procedimiento  especializado  incoado  por  la
Coalición “Alianza por México”, en contra de la Coalición “Por el Bien de Todos”, en
términos del considerando 9 del presente dictamen.

SEGUNDO.- Se instruye al Secretario de la Junta General Ejecutiva del Instituto
Federal Electoral, a efecto de que inicie el procedimiento administrativo sancionador
correspondiente  en  contra  de  los  partidos  políticos  nacionales  que  integraron  la
Coalición “Por el Bien de Todos”.

TERCERO.-  Remítase el presente dictamen a los integrantes del Consejo General
del Instituto Federal Electoral, para los efectos de su competencia.

El  presente dictamen fue aprobado en sesión extraordinaria  de la Junta General
Ejecutiva celebrada el 25 de octubre de 2006, por votación unánime del Presidente
de la Junta General Ejecutiva, Dr. Luis Carlos Ugalde Ramírez, el Secretario de la
Junta General Ejecutiva, Lic. Manuel López Bernal, y los Directores Ejecutivos, Dr.
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Alberto Alonso y Coria, Mtro. Fernando Agíss Bitar, Mtro. Miguel Ángel Solís Rivas y
Lic. Gustavo Varela Ruiz.

EL CONSEJERO PRESIDENTE DEL
CONSEJO GENERAL Y PRESIDENTE DE

LA JUNTA GENERAL EJECUTIVA DEL
INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL

DR. LUIS CARLOS UGALDE 
RAMÍREZ

EL SECRETARIO EJECUTIVO Y
SECRETARIO DE LA JUNTA
GENERAL EJECUTIVA DEL

INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL

LIC. MANUEL LÓPEZ 
BERNAL
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	Cabe señalar que no es gratuita la utilización por el legislador ordinario federal del adjetivo ‘política’ en la expresión ‘propaganda política’ empleada en la disposición legal bajo análisis, pues revela el énfasis que quiso darse en el hecho nada trivial de que la propaganda electoral tiene un fin político y que, no obstante que se trata de propaganda política, está sujeta de todos modos a restricciones legales y constitucionales.
	Lo anterior implica, según lo ha expresado la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, al resolver el expediente SUP-RAP-49/2006, que a los partidos políticos o a las coaliciones no les está permitido formular las expresiones no protegidas normativamente contra los sujetos protegidos (ciudadanos, instituciones públicas, partidos políticos y, por extensión, las coaliciones, así como sus candidatos), incluso pretexto de la realización de campañas electorales, mediante la propaganda política, en las que, por la propia naturaleza de las campañas, la participación de los diversos actores políticos y el debate público son mucho más intensos.
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	Esto constituye un imperativo del sistema de la democracia mexicana, si se tiene presente que es derecho fundamental de toda persona el respeto y la garantía del derecho a su dignidad, para no ser sujeto de ataques indebidos en su honra y reputación, así como de conductas que tengan por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas, según se dispone en los artículos 1º párrafo tercero, de la Constitución Federal; 17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, así como 11 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Desde luego, los candidatos, los militantes, los simpatizantes y los propios partidos políticos y las coaliciones, por una parte, no dejan de ser beneficiarios de esa obligación de respeto al honor o dignidad, a pesar de que sean sujetos de una crítica desinhibida, vigorosa y abierta, a través de eventuales cuestionamientos vehementes, sarcásticos y de contenido negativo y, por la otra, esos mismos sujetos están obligados a respetar el derecho al honor y la dignidad de los demás. Lo anterior, como se anticipó, es relevante, porque en materia de libertad de expresión está como límite, entre otros, el derecho de los demás o de terceros; es decir, el respeto a la dignidad, honra o reputación de las personas, por cuanto a que el ejercicio de dicho derecho, si bien es cierto que no puede estar sujeto a censura previa, también lo es que no puede ejercerse de una manera irresponsable, ya que da lugar a responsabilidades ulteriores (artículos 6º y 7º de la Constitución Federal; 19, párrafo 3, inciso a), del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, así como 13, párrafo 2, inciso a), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos).
	Ahora bien, tal como se estableció por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en la ejecutoria recaída en el expediente SUP-RAP-009/2004, no toda expresión proferida por un partido político, por conducto de sus órganos decisorios, dirigentes, militantes o simpatizantes, o a través de los medios masivos de comunicación social, en la que se emita una opinión, juicio de valor o crítica especialmente negativos respecto de los ciudadanos, las instituciones públicas, otro partido político o coalición y sus candidatos, implica una violación de lo dispuesto en el artículo 38, párrafo 1, inciso p), del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, por considerar, el partido o coalición hacia quien se dirige el comentario, que dicha expresión, por ejemplo, se encuentra apartada de la realidad y, por tanto, su contenido es falso y perjudicial para su propia imagen. En particular, como se estableció en la misma ejecutoria, en lo tocante a los juicios valorativos o apreciaciones no es exigible un canon de veracidad.
	Del status constitucional de entidades de interés público de los partidos políticos, los fines que tienen encomendados, las funciones que tienen asignadas, así como por las garantías constitucional y legalmente establecidas en su favor, no se deriva la reducción de este ámbito de libertad a extremos que podrían considerarse incompatibles con el papel que están llamados a desempeñar en la reproducción del sistema democrático, pues con ello no sólo se inhibiría la posibilidad de formar una opinión pública libre, plural y tolerante, sino que, incluso, se impediría que los propios partidos estuvieren siquiera en aptitud de afrontar la consecución de sus fines constitucionales.
	La realización de críticas intensas y acres a las instituciones y servidores públicos está reconocida a los partidos políticos nacionales, sus candidatos, sus militantes y sus simpatizantes, en términos de la libertad fundamental de expresión y atendiendo a lo previsto en los artículos 36, párrafo 1, incisos a) y b); 182, párrafos 1 y 3; 182-A, párrafo 5; 185, párrafo 2; 186, párrafos 1 y 2, y 187, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. Lo previsto en el artículo 182-A, párrafo 5, es relevante, ya que establece un mínimo del 50% de las erogaciones para propaganda en radio y televisión que los partidos políticos deben destinar para la difusión de su plataforma electoral, la promoción de sus candidatos, así como para el análisis de los temas de interés nacional y su posición ante ellos, lo cual implica la posibilidad de que en un máximo del 50% de dichas erogaciones (esto es, la diferencia resultante en relación con el total de las erogaciones por ese concepto) puede realizarse para la exposición de ideas que puedan acarrear la adhesión del electorado hacia los candidatos, cierto partido político nacional o coalición, aunque sea a través del rechazo de otros candidatos, partidos políticos o coaliciones que sean contrarios a quien las formula.
	Lo dispuesto en el invocado artículo 38, párrafo 1, inciso p), del Código Electoral Federal tiene por objeto excluir del ámbito de protección normativa aquellas críticas, expresiones, frases o juicios de valor que sólo tienen por objeto o como resultado la denostación, la ofensa o la denigración de otro partido, de sus candidatos, de las instituciones públicas o de los ciudadanos, ya sea que ello sea consecuencia de una intención deliberada (elemento subjetivo) o como mero resultado de las expresiones lingüísticas y no verbales utilizadas (elemento objetivo), sin que para ello sea requisito ineludible el empleo de términos que, en sí mismos, constituyan una diatriba, una calumnia, una injuria o una difamación, ya que la lectura del dispositivo en análisis permite advertir que esa enunciación tiene un mero carácter instrumental, en tanto que el hecho operativo de la hipótesis normativa es que el mensaje produzca el demérito, la denostación o, en palabras del legislador, la denigración del ofendido.
	Consecuentemente, habrá transgresión a la obligación contenida en el artículo 38, párrafo 1, inciso p), del Código Electoral Federal, cuando el contenido del mensaje implique la disminución o el demérito de la estima o imagen de algún otro partido o coalición, de sus candidatos, de las instituciones públicas o de los ciudadanos en general, como consecuencia de la utilización de diatribas, calumnias, infamias, injurias o difamaciones, esto es, por la utilización de calificativos o de expresiones intrínsecamente vejatorias, deshonrosas u oprobiosas, que, apreciados en su significado usual y en su contexto, nada aportan a la formación de una opinión pública libre, a la consolidación del sistema de partidos y al fomento de una auténtica cultura democrática entre los afiliados o militantes partidarios y la ciudadanía en general, siendo, por tanto, la simple exteriorización de sentimientos o posturas personales y subjetivas de menosprecio y animosidad que no se encuentran al amparo ni de la libertad de expresión ni contribuyen al correcto funcionamiento armónico de la vida democrática.
	Con lo anterior, queda acreditado a plenitud, que el SPOT que venimos denunciando a través de este escrito, viola flagrantemente el artículo 38, párrafo 1 inciso ‘p’ del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales.
	Cabe precisar que para tener por actualizada una violación de la normativa electoral aplicable no es menester que la conducta desplegada por los sujetos normativos deba analizarse a la luz del derecho penal.
	Lo anterior implica, como lo estableció la Sala Superior en la ejecutoria recaída en el expediente SUP-RAP-087/2003, que para estimar que una conducta desplegada por un partido político es contraria a la obligación que le impone el invocado artículo 38, párrafo 1, inciso p), del Código Federal Electoral, ha de estarse a la noción general o comprensión común que se tiene acerca de los conceptos o términos ‘diatriba’, ‘calumnia’, ‘injuria’ y ‘difamación’ que ocurren en tal disposición, máxime que la misma refiere, en forma genérica, a cualquier expresión que denigre a los ciudadanos, a las instituciones públicas o a otros partidos políticos y sus candidatos, particularmente durante las campañas electorales y en la propaganda política que se utilice en las mismas, sin que sea menester, en principio, tener por acreditados los elementos del tipo penal que en el caso pudiera ajustarse a tales conductas.
	Sobre el particular, cabe destacar que existe una tendencia a despenalizar la protección a la reputación, ya que se trata de delitos con un alto contenido ideológico y dicha orientación es conforme con el principio de última ratio o de intervención mínima del derecho penal, en virtud de lo cual se debe acudir a otros mecanismos o instrumentos jurídicos distintos de los delitos y las correspondientes penas para proscribir o inhibir, así como prevenir o sancionar las conductas ilícitas, cuando los comportamientos no lesionan valores o bienes jurídicos de gran relevancia para la convivencia humana. En esta medida se inserta, por ejemplo, el derecho de aclaración que se prevé en el artículo 186, párrafo 3, del Código de la materia, cuando la información que presenten los medios de comunicación ha deformado hechos o situaciones referentes a sus actividades o atributos personales, o bien, el derecho de rectificación o de respuesta que está previsto en el artículo 14, párrafo 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, si se afecta a la persona por informaciones inexactas o agraviantes emitidas en su perjuicio, a través de medios de difusión legalmente reglamentados y que se dirijan al público en general.
	Así, por ejemplo, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en su Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión, ha establecido, en el principio 10, que la protección a la reputación debe estar garantizada sólo a través de sanciones civiles, en los casos en que la persona ofendida sea un funcionario público o persona pública o particular que se haya involucrado voluntariamente en asuntos de interés público.
	Tal violación legal, debe hacerse cesar, y para restaurar el orden jurídico electoral deberá ordenarse la inmediata suspensión de la transmisión del SPOT que venimos denunciando en éste escrito.
	La denominada ‘propaganda negra’ tal como la ha reconocido el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en la sentencia recaída al expediente SUP-REC-009/2003 y SUP-REC-010/2003, violenta los principios democráticos que deben regir toda elección, toda vez que el proceso electoral también se ve afectado por actos propagandísticos contrarios a la ley, que son graves y conculcan los principios rectores de la elección y del voto ciudadano. Constitucional y legalmente se protegen los valores fundamentales de la convivencia social, entre los cuales se encuentran los relativos a la libertad de expresión, pero además se fijan los límites en que debe ejercerse, sin que sea permisible la afectación a terceros en ninguna actividad que realicen los ciudadanos. Por ese motivo, en los procesos electorales, la propaganda injuriosa y difamatoria realizada por personas vinculadas a partidos políticos o a gobiernos atenta contra esos principios fundamentales de convivencia social, que en la materia se encuentran previstos en los artículos 7 y 41 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 38, párrafo 1, inciso p) y 185, párrafo 2, del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, conforme a los cuales, la propaganda electoral que se lleva a cabo en un procedimiento electoral no puede referirse de manera injuriosa a la vida privada de las personas que participan en él, porque se rebasarían los límites de la libertad de expresión y se afectan las bases fundamentales sobre las que se debe sustentar un proceso electoral democrático, ya que en lugar de permitir que su desarrollo sea limpio, en cuanto a la presentación que se hace al electorado de los programas, acciones y propuestas que los partidos políticos y candidatos ofrecen a la ciudadanía, se daña la pulcritud que debe caracterizarlos, al disminuir la imagen de las opciones políticas que tienen los ciudadanos, lo que a su vez atenta contra la libertad del voto, la cual no debe estar afectada.
	Cuando un proceso electoral no se desarrolla sobre esas bases, indudablemente se lesionan las cualidades esenciales de toda elección, porque no puede afirmarse que sea libre, auténtica y democrática, toda vez que ha sido afectado el sufragio al carecer de los elementos que lo caracterizan…”
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